
 

 1

Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 19 de 
octubre de 2023, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 393/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 13 de septiembre de 2023 tuvo entrada en este Consejo 
Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños sufridos como consecuencia de la 
cancelación de una subvención previamente concedida. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de septiembre de 

2023, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 393/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la Consejera Sra. Ares González. 
 

Primero.- El 27 de febrero de 2020 D. yyyy presenta una reclamación 
de responsabilidad patrimonial ante la Dirección General de Medio Natural de 
la entonces Consejería de Fomento y Medio Ambiente. Sostiene que mediante 
resolución de 26 de diciembre de 2013 de la Dirección General del Medio 
Natural se le concedió una subvención para la recuperación del potencial 
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forestal e implantación de medidas preventivas (expediente vvvv) convocada 
mediante la Orden FYM/105/2013, de 19 de febrero. Dicha resolución de 
concesión se le notificó el 22 de enero de 2014 y el 30 de junio de ese año 
se comunicó por su parte la terminación de los trabajos subvencionados. 

 
No obstante, con posterioridad se dictaron sendas resoluciones de 

corrección de errores materiales, la última de las cuales, de 3 de agosto de 
2015, verifica la existencia de un error en la baremación de uno de los criterios 
(puntuándose como asociación lo que realmente constituiría un proindiviso), 
dando como resultado la cancelación de la subvención, por la aplicación del 
criterio de desempate contenido en la Orden, al existir solicitudes con mejor 
derecho. 

 
Se señala que “Al producirse una relación inequívoca de causa efecto 

entre el anormal funcionamiento de la actividad administrativa, y el perjuicio 
causado en cuanto a la no percepción de la cantidad económica subsidiada, 
resulta forzoso concluir la existencia de una imputación de responsabilidad 
patrimonial a la administración, dándose además el resto de los requisitos 
que determina la responsabilidad patrimonial de la administración, a saber:  

 
»La existencia de un daño efectivo, individualizado y evaluable 

económicamente.  
 
»La aludida relación de causa efecto que determina la 

imputación del daño al funcionamiento anómalo de un servicio público o de 
un elemento de gestión dentro de la propia Administración. 

 
»La inexistencia de fuerza mayor…”.  

 
Segundo.- El 10 de marzo de 2023 el Servicio Territorial de Fomento 

de xxx1 admite a trámite la reclamación y nombra instructor del procedimiento. 
Previamente el 13 de septiembre de 2022 se había emitido informe por parte 
del técnico de la Unidad de Ordenación y Mejora de la Delegación Territorial, 
favorable a la estimación de la reclamación.  

 
Tercero.- El 14 de marzo se concede trámite de audiencia, sin que 

conste la presentación de alegaciones por el reclamante. 
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Cuarto.- El 7 de junio de 2023 se formula propuesta de resolución 
estimatoria, que el 19 de junio es informada favorablemente por Asesoría 
Jurídica. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen 
en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se presenta la reclamación (27 de febrero de 2020) hasta que se 
formula la propuesta de resolución (7 de junio de 2023), transcurriendo con 
creces el plazo de seis meses recogido en el artículo 91.3 de la LPAC. Esta 
circunstancia necesariamente ha de considerarse como una vulneración por 
parte de la Administración del artículo 12.b) del Estatuto de Autonomía de 
Castilla y León, que consagra el derecho de los ciudadanos a la resolución de 
los asuntos que les conciernan en un plazo razonable; e igualmente como 
una infracción de los principios y criterios que han de regir su actuación, 
recogidos en la Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público (LRJSP), como los de eficacia, celeridad, eficiencia y servicio a los 
ciudadanos, entre otros, sin olvidar el incremento que ha de conllevar 
necesariamente la cantidad que, como indemnización por responsabilidad 
patrimonial de la Administración, se vaya a conceder, en su caso, mediante 
la oportuna resolución. 
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3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. La competencia para resolver la 
presente reclamación corresponde al titular de la Delegación Territorial de la 
Junta de Castilla y León, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 
del Decreto 30/2021, de 4 de noviembre, por el que se desconcentran 
competencias en el titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en 
los titulares de sus Órganos Directivos Centrales y en las Delegaciones 
Territoriales de la Junta de Castilla y León. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la LRJSP, a la que 
se remite, de forma genérica, el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. 
Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra 
un año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
Para una adecuada comprensión del asunto es necesario tener en 

cuenta los siguientes antecedentes de interés: 
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- El 10 de abril de 2013 D. yyyy presenta una solicitud de 

subvención para la recuperación del potencial forestal e implantación de 
medidas preventivas ante el Servicio Territorial de Fomento de xxx1, en 
concreto, para la ejecución de 65,55 hectáreas en el término municipal de 
xxx2. En ella, el solicitante aparece como representante de una agrupación 
de personas físicas, en concreto hace valer la condición de titular de 
explotación de cinco o más agrupados. 

 
Dichas subvenciones, cofinanciadas por los fondos FEADER, se 

convocaron mediante Orden FYM/105/2013, de 19 de febrero.  
 
El 26 de diciembre de 2013 la Dirección General del Medio 

Natural dicta resolución de concesión por un importe subvencionable de 
9.975 euros. Tal resolución se notifica al interesado el 22 de enero de 2014.  

 
- El 26 de mayo de 2014 la Dirección General de Medio Natural 

dicta resolución de corrección de error material de la resolución de concesión 
de la subvención, resolución que viene precedida del informe de 13 de mayo 
de 2013 (aunque cabe deducir que se trata de un error y la fecha real es la 
de 13 de mayo de 2014) del Servicio Territorial de Medio Ambiente, en el 
que se observa un error material en la revisión técnica de fecha 7 de 
noviembre de 2013 del expediente de concesión. En concreto dicho error 
consiste en que:  

 
“Las labores de la concesión se localizan en el recinto 

SigPac: ccc1. 
 
»Tras la detección del citado error, se informa que la 

concesión debería localizarse en el siguiente recinto SigPac: ccc2”. 
 
- El 30 de junio de 2014 el solicitante comunica la finalización 

de los trabajos subvencionados. El 3 de febrero de 2015 los técnicos de la 
Unidad de Ordenación y Mejora de la Delegación Territorial emiten informe 
en el que entienden justificada la certificación de los trabajos concedidos y el 
3 de marzo se aprueba la propuesta de pago por una cuantía de 9.975 euros. 

 
- El 13 de julio de 2015 la Dirección General de Medio Natural 

dicta resolución de corrección de error material de la resolución de concesión 
de la subvención. Dicho error consistiría en que “El Servicio de Restauración 
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de la Vegetación detecta que se ha cometido un error en la concesión del 
expediente, consistiendo éste en haber concedido 1 punto en el criterio 
`Tipo de titular de la explotación´, el cual se otorga a expedientes de cinco o 
más titulares agrupados, cuando en realidad en el expediente constaban seis 
titulares diferentes en régimen de proindiviso”, es decir, tal y como se recoge 
en la propuesta de resolución se otorga la puntuación correspondiente a 
asociación cuando en realidad se trataría de un proindiviso. La consecuencia 
de dicho error material se traduce en que “a pesar de obtener la puntuación 
mínima para ser concedido, ante la existencia de varias solicitudes con igual 
valor en el índice de prioridad, y tras aplicar los criterios de desempate 
establecidos en el apartado Décimo, punto 4 de la Orden FYM/105/2013, de 
19 de febrero, el expediente no se encuentra en una posición suficiente para 
su concesión”. 

 
- El 3 de agosto la Dirección General del Medio Natural dicta 

nueva resolución de rectificación de error material de la anterior, justificándolo 
en que: “Desde el Servicio de Restauración de la Vegetación se detecta que 
se ha cometido un error la Resolución de 13 de julio de 2015, de la Dirección 
General del Medio Natural por la que se rectifica la Resolución de 26 de 
diciembre de 2013 por la que se conceden las subvenciones convocadas por 
Orden FYM/105/2013, de 19 de febrero, en el antecedente de hecho octavo, 
en el fundamento de derecho quinto, y en el dictamen y acuerdo de la citada 
Resolución”; y resuelve la necesidad “de cancelar la concesión realizada al 
expediente vvvv, a nombre de D. yyyy (…), a pesar de haber obtenido la 
puntuación mínima para ser concedido, debido a la existencia de varias 
solicitudes con igual valor en el índice de prioridad, y tras aplicar los criterios 
de desempate establecidos en el apartado Décimo, punto 4 de la Orden 
FYM/105/2013, de 19 de febrero”. Tal resolución se notifica al solicitante el 
14 de agosto. 

 
- El 10 de septiembre el solicitante interpone recurso de 

reposición contra la resolución anterior, en el que alega básicamente que “La 
ejecución de las labores subvencionadas han resultado conformes y ajustadas 
a la normativa objeto de la subvención…”, y que “los criterios de desempate 
no se encuentran debidamente justificados, y la Administración como tal no 
puede irrogar un perjuicio al administrado por una mera actuación de falta 
de control `intra administrativo´”. 

 
- Mediante Resolución de 20 de julio de 2016 la Dirección 

General del Medio Natural estima el recurso de reposición, entiende que no 
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concurren los supuestos de la rectificación material de errores, al haberse 
modificado el sentido de la resolución final, y retrotrae el procedimiento al 
momento de la valoración de los criterios de selección. 

 
- El 25 de enero de 2018 la comisión de valoración, tras dar 

cumplimiento a la resolución anterior y proceder a una nueva valoración, 
hace constar que “la solicitud presentada por el solicitante arriba indicado, ha 
sido presentada dentro del plazo señalado en la Orden FYM/105/2013, de 19 
de febrero, acompañada de todos los documentos exigidos en ella y reúne 
todos los requisitos establecidos para la concesión de la subvención 
mencionada en el apartado segundo de este informe”. No obstante lo anterior, 
mediante resolución de 26 de febrero de 2018 la Dirección General del Medio 
Natural acuerda “La no concesión de la ayudas a la recuperación del 
potencial forestal e implantación de medidas preventivas solicitada por 
D. yyyy…”, ya que, “Aunque dicho expediente tiene la misma prioridad que el 
último expediente concedido, al aplicar el primero de los criterios de 
desempate dispuesto en la orden de convocatoria (menor inversión total 
solicitada), resulta no propuesto para su concesión”. Esta resolución se 
notifica al solicitante el 6 de marzo. 

 
- El 6 de abril el solicitante interpone recurso de reposición 

contra la anterior resolución, al considerar que se le ha denegado la solicitud 
de subvención con base en un criterio de desempate del cual no ha tenido 
conocimiento y con vulneración del principio de transparencia administrativa. 
Solicitado informe sobre tal recurso al técnico de la Unidad de Ordenación y 
Mejora, este entiende que no le corresponde su emisión, dado que el fondo 
del asunto se centra en la valoración de solicitudes y selección en caso de 
empate. Finalmente, en Resolución de 11 de julio de 2019, de la Dirección 
General del Medio Natural, figura que “Tras la obtención del `Listado de 
expedientes tras propuesta de resolución´ de 26 de febrero de 2018, se 
observa que el expediente vvvv, de D. yyyy, se encuentra situado en 
undécima posición, por detrás de otros 10 expedientes que no resultaron 
concedidos en la convocatoria que nos ocupa”.  

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, el título de imputación en virtud 

del cual se solicita la indemnización parece derivarse de un presunto 
enriquecimiento injusto por parte de la Administración, al haber realizado el 
particular los trabajos subvencionables, que responden a un fin de interés 
público, sin que la Administración haya efectuado desembolso alguno por ello. 
Así, en el antecedente de hecho tercero de la reclamación el solicitante 
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indica: “En el informe de 10 de mayo de 2018 (informe al recurso potestativo 
de reposición) el técnico de la Unidad de Ordenación y Mejora, D. (…), 
manifiesta que cabe contemplar la obligación de responsabilidad patrimonial, 
respondiendo por el daño económico causado por haber sido informado 
previamente en resolución de la concesión de la subvención para la 
realización de los trabajos. Y tras ser ejecutados éstos, y realizar los gastos 
correspondientes a los mismos, la Administración admite un error y modifica 
la resolución negando la subvención en su día concedida, respondiendo ello a 
un funcionamiento anormal de la Administración”. 

 
Por su parte, la propuesta de resolución, en su fundamento de derecho 

quinto, señala que “En ningún momento, en este largo período de tiempo, se 
ha contemplado otra opción que la de resolver el error administrativo sin 
considerar en ningún momento el gasto ocasionado al haberse realizado las 
tareas de reforestación que eran objeto de la subvención y que, por tanto, 
contribuyen al objetivo de la misma sin coste final para la Administración 
convocante”. Y apunta que la vía adecuada para reclamar no sería la de la 
responsabilidad patrimonial, sino la del enriquecimiento injusto. 

 
Sin embargo, en el supuesto sometido a consideración, con 

independencia de que pudiera existir un enriquecimiento injusto, resulta 
evidente que existiría un perjuicio económico derivado de la cancelación de 
una subvención previamente otorgada por la Administración, cancelación 
debida a actuaciones erróneas de esta. Es claro y notorio que a lo largo de la 
tramitación del presente expediente de subvenciones se han cometido una 
serie de anomalías, que han dado lugar a hasta tres resoluciones diferentes 
de corrección de errores materiales (incluso una de ellas, la de 3 de agosto 
de 2015 de corrección de otra anterior, también de corrección de errores 
materiales de 13 de julio), así como a una estimación de un recurso de 
reposición que, tal y como se ha señalado al relatar los antecedentes del 
caso, viene a reconocer que no concurren los supuestos de la rectificación 
material de errores, al ser estos supuestos de interpretación restrictiva y 
haberse modificado el sentido de la resolución final. 

 
Todo ello ha provocado que la subvención que fue inicialmente 

concedida, y para la que además se llegó a aprobar la propuesta de gasto, 
haya sido cancelada debido única y exclusivamente a un error de la 
Administración a la hora de baremar uno de los criterios (en concreto en el 
que puntuó como asociación cuando en realidad se trataba de un proindiviso), 
pero no a que el solicitante careciera de los requisitos para su otorgamiento 
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o incumpliera su obligación de ejecutar los trabajos subvencionables. El 
propio órgano administrativo reconoce, respecto de dicho solicitante, que ha 
obtenido la puntuación mínima para la concesión, pero que no es posible 
otorgarle la subvención por la existencia de varias solicitudes con igual valor 
en el índice de prioridad, y tras aplicar los criterios de desempate establecidos 
en el apartado décimo, punto 4 de la Orden FYM/105/2013, de 19 de febrero, 
y que, “Aunque dicho expediente tiene la misma prioridad que el último 
expediente concedido, al aplicar el primero de los criterios de desempate 
dispuesto en la orden de convocatoria (menor inversión total solicitada), 
resulta no propuesto para su concesión”. 

 
La sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 4 de febrero 

de 2005 (recurso de casación 1060/2001), a la que hace referencia la 
Administración en su propuesta de resolución, señala en su fundamento de 
derecho cuarto lo siguiente: 

 
“La responsabilidad de las Administraciones Públicas en nuestro 

ordenamiento jurídico tiene su base, no sólo en el principio genérico de la 
tutela efectiva que en el ejercicio de los derechos e intereses legítimos 
reconoce el art. 24 de la Constitución sino también, de modo específico, en 
el art. 106.2 de la propia Constitución al disponer que los particulares en los 
términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo los 
casos de fuerza mayor, siempre que sea consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos; en el artículo 40 de la Ley de Régimen Jurídico de la 
Administración del Estado -hoy artículo 139, apartados 1 y 2 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común [y actualmente, artículos 32 y siguientes de la LRJSP]-, 
y en los artículos 121 y 122 de la Ley de Expropiación Forzosa, que 
determinan el derecho de los particulares a ser indemnizados por el Estado 
de toda lesión que sufran siempre que sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de los servicios públicos, y, el daño sea efectivo, evaluable 
económicamente e individualizado, habiéndose precisado por la jurisprudencia 
(Sentencias de 24 de marzo de 1992, 5 de octubre de 1993 y 2 y 22 de 
marzo de 1995, por todas) que para apreciar la existencia de responsabilidad 
patrimonial de la Administración son precisos los siguientes requisitos:  

 
»a) La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable 

económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo de 
personas. 
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»b) Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante 

sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal -es indiferente la 
calificación- de los servicios públicos en una relación directa e inmediata y 
exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que 
pudieran influir, alterando, el nexo causal. 

 
»c) Ausencia de fuerza mayor. 
 
»d) Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el 

daño cabalmente por su propia conducta. 
 
»Asimismo, a los fines del art. 106.2 de la Constitución, la 

jurisprudencia (sentencias de 5 de junio de 1989 y 22 de marzo de 1995), ha 
homologado como servicio público, toda actuación, gestión, actividad o 
tareas propias de la función administrativa que se ejerce, incluso por omisión 
o pasividad con resultado lesivo. 

 
»En el caso de autos, según señala la Sentencia de 24 de 

febrero de 2003, la perceptora de las primas hoy recurrente no incumplió 
ninguna condición y fue la Administración la que creó una confianza legítima 
en el perceptor respecto a la adecuación a derecho del pago de las primas o 
ayudas que se vio defraudada y más cuando la propia Administración aduce 
un otorgamiento por ella realizado sin ajustarse al ordenamiento jurídico 
aplicable. 

 
»Es evidente, pues, que concurren los requisitos definidores de 

la responsabilidad patrimonial de la Administración y la estimación del motivo 
de recurso de casación articulado (…)”. 

 
Por todo ello, de acuerdo con lo expuesto, se considera que en este 

caso existe un daño efectivo, evaluable económicamente, individualizado y 
antijurídico, en el sentido que el particular no tiene la obligación de 
soportarlo, lo que provocaría la existencia de responsabilidad patrimonial por 
parte de la Administración y su obligación de indemnizar al particular. 

 
6ª.- Respecto al importe de la indemnización, este Consejo Consultivo 

se muestra conforme con la cuantía de 9.975 euros, que es la cantidad que 
se reconoció en un primer momento al otorgarse la subvención. 
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III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Procede dictar resolución estimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, por la cancelación de una subvención previamente 
reconocida y, en consecuencia, indemnizarle con 9.975 euros. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


